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La Plata, 05    de Marzo      de 2008.


VISTO

La demanda originaria de inconstitucionalidad deducida a fs. 181/194, la medida cautelar solicitada en el apartado V de dicha presentación (fs. 190 vta.); y 


CONSIDERANDO


I. El Secretario General de la Seccional Provincia de Buenos Aires de la "Unión Perso​nal Civil de la Nación" (U.P.C.N.) y nueve de sus afiliados se presentan a este Tribunal y promueven demanda originaria de inconstitucionalidad en relación al artículo 5º de la ley 13.552, en tanto vulneraría el artículo 39 inc. 2 de la Constitución provincial, afectando la asociación y libertad sindical.


El artículo cuestionado, entienden, impondría la representación de los trabajadores a sindicatos determinados, excluyendo, eliminando y discriminando a las restantes asociaciones profesionales, mediante un sistema compulsivo hacia una asociación determinada.


Denuncian que mediante dicha norma se intenta conformar un "monopolio sindical instituido y amparado o sostenido por la ley".

Solicitan la suspensión de la normativa cuestionada, en atención a los agravios y lesiones constitucionales que denuncian.


II. Una consolidada jurisprudencia de este Tribunal postula que el examen de los requisitos a los que se halla sujeta la procedencia de las medidas cautelares reviste particular estrictez en el ámbito de la acción originaria de inconstitucionalidad, atento a la presunción de validez de que gozan las leyes (doctr causas B. 31.706, "Piérola" y sus citas, en "Acuerdos y Sentencias", serie 20ª, t.VI, p. 390;  I. 1476, "Oktedros S.A.", res. del 7-VIII-90; causa I 3521, res. de 9-X-03, I. 68.276, “Empresa de Transportes 25 de Mayo S.R.L. y otras”, res. de 21-IX-05, entre otras)


No obstante eso, se ha admitido la procedencia del remedio precautorio en casos en que el inmediato cum​plimiento de la norma impugnada importaba innovar la cosa litigiosa con evidente perjuicio para el derecho in​vocado por los actores y porque ello implicaba la solu​ción anti​cipada del pleito ("Acuerdos y Sentencias", se​rie 4ª, t.IV, p.374; serie 6ª, t.XII, págs. 384 y 490; serie 13ª, t.VIII, p. 246; serie 18ª, t.V, p.296; serie 20ª, t.VI, p.390).


En tal sentido, el Tribunal ha acordado medidas cautelares te​niendo en consideración la previsibilidad de que diver​sos actos se tornasen inválidos -por encontrarse apoyados en una norma carente de sustento constitucional- si se juzgase procedente la demanda (causa I. 1208, "Pons", res. del 30-IX-84; I. 1509, "Koldobsky", res. del 28-XII-90 e I. 1350, "Farmacia Gatti Soc. Com. Simple", res. del 16-IV-91).


En este caso, es obvio que la aplicación de la disposición cuestionada priva al sindicato accionante y a sus afiliados de toda posibilidad de acción gremial frente a las autoridades, desde que aquél nuclea a agentes estatales (ver Estatuto obrante a fs. 10/36) y no se admite su participación en la negociación colectiva prevista en la ley 13.552 —la cual, conforme su art. 5º, sólo puede ser ejercida por las entidades gremiales docentes con personería gremial cuyo ámbito de actuación personal y territorial incluya exclusivamente a todos los trabajadores encuadrados en la ley 10.579 y sus modificatorias, en todo el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires—, de ma​nera tal que prima facie cabe presumir la afectación que en el escrito inicial se denuncia, por lo que resulta evidente la innovación de la cosa litigiosa en perjuicio de los de​mandantes que importaría la desestimación del remedio pre​cautorio que solicitan (doct. causa I. 1.895, “U.P.C.N.”, res. del 26—III—96).


Por las razones expuestas, el Tribunal


RESUELVE


Suspender, hasta tanto se dicte sentencia en este juicio y en relación al sindicato que promueve la demanda y a sus afiliados, la aplicación de lo dispuesto por el artí​culo 5 de la ley 13.552 (arts. 232 y conc., C.P.C.C.). Pre​viamente, deberá prestarse cau​ción juratoria (art. 199, C.P.C. y C.).


Para su cumplimiento, líbrese por Secretaría ofi​cio a la demandada al que se adjuntará copia de la pre​sente.


Regístrese y notifíquese.

                   Juan Carlos Hitters



Hilda Kogan
Eduardo Julio Pettigiani

Eduardo Néstor de Lázzari

Juan José Martiarena

Subsecretario

DISIDENCIA

El señor Juez, doctor Genoud, dijo:

 
I. El Secretario General de la Seccional Provincia de Buenos Aires de la “Unión Personal Civil de la Nación” (U.P.C.N.) y nueve de sus afiliados se presentan a este Tribunal procurando la declaración de invalidez constitucional del art. 5 de la Ley 13.552 en la medida que –sostienen- infracciona el dispositivo contenido en el art. 39 inc. 2º de la Constitución provincial, razón por la que entienden vulnerados los derechos de libertad sindical y de asociación.

Sostienen que la norma censurada impone la representación de los trabajadores a sindicatos determinados, excluyendo, eliminando y discriminando a las restantes asociaciones profesionales mediante un sistema compulsivo hacia una entidad determinada.

Denuncian la existencia de un monopolio sindical instituido y amparado o sostenido por la ley criticada.

Entienden quebrantada la libertad sindical de los agremiados en tanto quedarán sin representación con motivo de la restricción impuesta.


Afirman que la proporción de docentes más numerosa se encuentra afiliada a ese sindicato, por lo cual las tratativas llevadas adelante sin su participación devienen con falta de representatividad.


Agrega un dictamen elaborado por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, mediante la que se informa que la asociación está facultada para representar a docentes provinciales.


Manifiestan que no puede confundirse la personería jurídica nacional con la personería gremial en función del personal provincial.


Finalmente solicitan el dictado de una medida cautelar de no innovar a fin de que se suspenda la restricción contenida en el art. 5to. de la ley 13.552 a su respecto y hasta el dictado de la sentencia definitiva en la causa.


II. La Ley 13.552 (B.O. 13-X-06), estableció las directivas para las negociaciones colectivas que se celebrasen entre la Provincia de Buenos Aires en su carácter de empleador y el personal docente que ejerce funciones en los establecimientos de enseñanza estatal en la jurisdicción provincial (art. 1º).


En su art. 5to., preceptuó que a los fines del desarrollo de la negociación colectiva, la representación de los trabajadores será ejercida por las entidades gremiales docentes con personería gremial cuyo ámbito de actuación personal y territorial incluya exclusivamente a todos los trabajadores encuadrados en la ley 10.579 y sus modificatorias en todo el ámbito local.


III. 1. La prohibición de innovar, de conformidad con lo dispuesto por el art. 230 del C.P.C.C., puede decretarse en toda clase de juicios, inclusive en el terreno de la acción originaria de inconstitucionalidad consagrada en los arts. 683 a 688 del mismo código (conf. doctr. causa I. 2.132, “Carrefour Argentina S.A.”, res. del 21-IV-1998).


2. En tal orden de ideas, los presupuestos de admisibilidad de la medida precautoria como la apuntada debe examinarse con sumo rigor si lo que se procura a través de ellas es la suspensión de los efectos de una ley u ordenanza, pues esta debe presumirse constitucional mientras no se produzca una declaración judicial que establezca lo contrario (cfr. causas I. 1.520, “Peltzer”, res. del 28-V-91; I. 1.577, “Nestlé Arg. S.A.”, res. del 24-XI-92; I. 1.584, “Boehringer Ingelheim S.A.”, res. del 4-V-93; I. 2.984, “Lockhart”, res. del 9-IV-03; I. 3.024, “Lavaderos de Lanas El Triunfo S.A.”, res. del 8-VII-03; B. 67.594, “Gobernador de la Provincia de Buenos Aires”, res. del 3-II-2004, entre otras; en el mismo sentido C.S.J.N. Fallos: 195:383 y 210:48), y porque –como ha señalado esta Corte- si se hiciera lugar, sin más, al requerimiento, existiría siempre la posibilidad de desvirtuar los efectos inmediatos de esas normas por el mero ejercicio de una acción de inconstitucionalidad (cfr. doctr. causas I.1510, "S.E.D.A. Productora Comercial e Industrial S.A.", res. del 28-V-1991; I.1904 "Martín", res. del 10-V-97; I.3.521, “Bravo”, res. del 9-X-03, I. 68.490 “Sociedad Rural”, sent. del 19-IV-2006, entre otras).


Consecuentemente se ha expresado que el examen de los requisitos a los que se halla sujeta la procedencia de las medidas cautelares es particularmente estricto en el ámbito de estas pretensiones, atento la presunción de constitucionalidad de que gozan las leyes (doctr. causas B.31.706, "Piérola" y sus citas, en "Acuerdos y Sentencias", serie 20ª, t.VI, p. 390;  I. 1476, "Oktedros S.A.", res. del 7-VIII-90; causa I 3521, res. de 9-X-03, I. 68.276, “Empresa de Transportes 25 de Mayo S.R.L. y otras”, res. de 21-IX-05, entre otras), exigencia que imprime de una mayor profundidad a la ponderación de la verosimilitud del derecho invocado por quién demanda en este tipo de procesos, y frente a la cual los elementos hasta ahora aportados por la impugnante no permiten desvirtuar la aludida presunción iuris tantum.

3. Así, repetidamente este Tribunal ha señalado que la finalidad del instituto cautelar no es otra que atender a aquello que no excede el marco de lo hipotético (C.S.J.N. Fallos 306:2060; 313:521; 318:2375), motivo por el cual la procedencia de toda medida precautoria no exige de los jueces un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido (C.S.J.N. Fallos 306:2060; 314:711), sino verificar la verosimilitud del derecho y la existencia de peligro de que si se mantuviera o alterara, en su caso, la situación de hecho o derecho, la modificación pudiera influir en la sentencia o convirtiera su ejecución en ineficaz o imposible (art. 230 del C.P.C.C.).


IV. 1. De tal manera, se impone considerar los extremos requeridos por la ley adjetiva (-fumus boni iuris y periculum in mora-; arg. arts. 230, 232 y concs. C.P.C.C.) inherentes a la petición cautelar, equilibrando la concurrencia de ambos en el asunto traído a conocimiento del Tribunal.

Sobre la base de tales parámetros, cabe adelantar que las constancias arrimadas a la causa resultan insuficientes para acreditar los presupuestos que regula el régimen jurídico aplicable a la tutela cautelar -arts. 230 y conc. del C.P.C.y C..


2. Sin perjuicio de ello, más allá de que los elementos de juicio resultan insuficientes para abordar la pretensión precautoria, puede adelantarse en el marco de la summaria cognitio, que tal regulación no resulta prima facie manifiestamente irrazonable ni importa una flagrante vulneración a los principios de libre asociación y de libertad sindical, menos aún tendientes al monopolio gremial.


3. La disposición censurada califica a las entidades gremiales cuyo ámbito de actuación personal y territorial incluya exclusivamente a los docentes agrupados en la ley 10.579, a los fines de los procedimientos de negociaciones colectivas.


No existe interdicción expresa de requisitos o de cualidades o expresos señalamientos impeditivos de ninguna naturaleza, sino –en palabras de la actora-, la fijación de una condición excluyente.


Es conveniente mencionar –más aún en este estadio del análisis del conflicto- que la garantía de igualdad no impide que la legislación determine de manera diferente situaciones que estime distintas con tal de que el acto no trasunte propósitos de persecución, contra determinadas categorías de personas o de indebido privilegio a favor de otras, aunque el fundamento de la distinción sea opinable ("Fallos", 115:111; 132:410; 150:89; 200:428; 205:71; 300:194; 295:694; 299:181; etc.).


Así, en el referido marco de análisis se advierte un discreto y sensato propósito de valorar las características únicamente locales que deben presentar las asociaciones de trabajadores para participar en las tratativas apuntadas frente al gobierno provincial, y en punto al trabajo docente también realizado en esta jurisdicción.


Por otro lado no existe aún suficiente acreditación que permita adoptar un temperamento contrario.


En definitiva, la dificultad en la delimitación o aptitud de tales categorías jurídicas no puede ventilarse seriamente en esta etapa del juicio, requiriendo un profundo debate.

4. Para mayores precisiones, cabe resaltar que el Tribunal tiene dicho que la formulación de la tacha de inconstitucionalidad debe indicar de qué modo la norma impugnada habría quebrado los derechos constitucionales cuya tutela procura, y en caso de deficiencia argumental –como presenta en esta etapa la requisitoria cautelar-, ésta no puede ser suplida por el tribunal (causas B. 57.984 "Peláez”, sent. del 9-V-2001 y B. 57.985, “Miró”, sent. del 21-VI-2000).

Así no resultan abastecidas las exigencias mencionadas con la proclamación de derechos constitucionales que la accionante alega le asisten, sino que es preciso su demostración eficiente, detalle que no se encuentra cumplido en el escrito postulatorio.


Nótese –además- que la presentación inicial no arrima los debates parlamentarios que condujeron a la sanción de la disposición censurada. Tales piezas documentales hubiesen permitido –en principio- determinar la intención del legislador al sancionar el dispositivo criticado, robusteciendo la posición actoral.


Sin embargo dicho detalle habrá de ser abordado y examinado en oportunidad del dictado de la sentencia definitiva de autos.

5. Del mismo modo no puede prosperar el argumento mediante el que se postula que la entidad accionante representa a la mayor cantidad de docentes. Tal afirmación debió ser respaldada por prueba suficiente, la cual luce ausente a esta altura.

6. Respecto del hecho nuevo incorporado en autos, el informe que luce a fs. 196/197 no autoriza –como pretende la parte actora- a participar en las tratativas colectivas en cuestión.


7. Por lo anteriormente expuesto –sin perjuicio de lo que al momento de dictar sentencia definitiva en estos actuados corresponda resolver-, y sobre la base de la falta de verosimilitud en el derecho invocado, resulta inoficioso pasar a considerar los restantes presupuestos legales para la concesión de la tutela.

V. Así, debe concluirse que de las circunstancias particulares del caso, tal como surgen de la demanda y de la prueba documental agregada, no permiten inferir prima facie el cumplimiento de los recaudos exigidos para el otorgamiento de la medida cautelar solicitada (arts. 195, 230 y conc. del C.P.C.C.).


Por ello, corresponde rechazar la medida cautelar solicitada (arts. 230 y concs. del C.P.C.C.). Asimismo, atento el estado de las actuaciones, corresponde conferir traslado de la demanda interpuesta al Señor Asesor General de Gobierno por el término de quince días, a quien se cita y emplaza para que dentro del citado término la conteste y comparezca a estar a derecho, bajo apercibimiento de lo que hubiere lugar (arts. 59, 337 y 686 del C.P.C.C.).


Regístrese y notifíquese




Luis Esteban Genoud




  (en disidencia)
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